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SESIONES ORDINARIAS
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ORDEN DEL DÍA Nº 751
Impreso el día 19 de febrero de 2025

Término del artículo 113: 28 de febrero de 2025

COMISIÓN BICAMERAL PERMANENTE 
DE TRÁMITE LEGISLATIVO –LEY 26.122–

SUMARIO: Declaración de validez del decreto 360, de 
fecha 4 de julio de 2022, de promulgación parcial 
del proyecto de ley 27.676, sobre Alivio Fiscal. 
(20-J.G.M.-2022.)

I. Dictamen de mayoría.
II. Dictamen de minoría.

I

Dictamen de mayoría
Honorable Congreso:

La Comisión Bicameral Permanente de Trámite Le-
gislativo –Ley 26.122–, prevista en los artículos 99, inci-
so 3, y 100, incisos 12 y 13, de la Constitución Nacional, 
ha considerado el expediente C.D.-20-J.G.M.-2022, re-
ferido al decreto 360/22 de fecha 4 de julio de 2022, de 
promulgación parcial del proyecto de ley registrado bajo 
el número 27.676, publicado en el Boletín Oficial el 4 de 
julio de 2022, sobre Alivio Fiscal.

En virtud de los fundamentos que se exponen en el 
informe adjunto y por los que oportunamente amplia-
rá el miembro informante, se aconseja la aprobación 
del siguiente

Proyecto de resolución

El Senado y la Cámara de Diputados de la Nación 

RESUELVEN:
Artículo 1º – Declarar la validez del decreto 360/22 

de fecha 4 de julio de 2022, de promulgación parcial 
del proyecto de ley registrado bajo el número 27.676.

Art. 2º – Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.
De acuerdo con las disposiciones pertinentes, este 

dictamen pasa directamente al orden del día.
Sala de la comisión, 8 de agosto de 2024.

Juan C. Pagotto. – Víctor Zimmermann. – 
Ivanna M. Arrascaeta. – Lisandro Almirón. 

– Hernán Lombardi. – Francisco Monti. – 
Oscar Zago.

INFORME

1. Introducción

Por medio del expediente 20-J.G.M.-2022, el jefe 
de Gabinete de Ministros ha remitido a consideración 
de la comisión, de conformidad con lo establecido en 
la Constitución Nacional y en la ley 26.122, el decre-
to 360/22, del 4 de julio de 2022, mediante el cual 
se observó la palabra “no” en el inciso e) del quinto 
párrafo del artículo 11 del anexo de la ley 24.977, sus 
modificaciones y complementarias, incorporado por 
el artículo 2° del proyecto de ley registrado bajo el 
número 27.676.

En tal marco es necesario señalar que la separación 
de poderes como un principio general asignado por 
la programación política de la Constitución Nacional 
para los distintos órganos del Estado tiene muchas ve-
ces un valor relativo. Al no existir una separación ab-
soluta entre las funciones de los órganos Legislativo y 
Ejecutivo, resulta frecuente que a menudo el ámbito 
de actuación de cada uno de ellos se introduzca en 
el del otro. De esa forma, es posible afirmar que no 
existen funciones exclusivas y absolutas que corres-
pondan a un órgano en particular, pues, en definitiva, 
muchas de ellas son ejercidas por ambos, aunque con 
diferentes niveles de intervención.

En tal sentido, la Constitución Nacional le ha atri-
buido al Poder Ejecutivo una determinada función de 
colegislador. Esta participación que ejerce el presi-
dente sin que implique arrogación alguna de la fun-
ción legislativa se realiza, básicamente, a través de 
dos mecanismos. El primero mediante la presentación 
de proyectos que el Poder Ejecutivo puede hacer ante 
el Congreso y que en algún caso es imprescindible 
como en el de la ley de presupuesto, que requiere la 
presentación formal de una propuesta legislativa por 
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parte del Poder Ejecutivo. El segundo mecanismo a 
través del cual participa en la formación y sanción de 
las leyes es el del veto u observación de los proyec-
tos de ley sancionados por el Congreso Nacional. Este 
proceso de interacción determina que las funciones 
legislativas en las que interviene el Poder Ejecutivo 
requieran posteriormente un control por parte del 
Congreso.

La atribución presidencial de observar o de vetar 
proyectos de ley sancionados por el Congreso esta-
ba prevista ya en la Constitución histórica de 1853 en 
los artículos 70 y 72. El artículo 70 –actual artículo 
80 de la Constitución– decía que se reputa aprobado 
por el Poder Ejecutivo todo proyecto no devuelto en 
el término de diez (10) días útiles. Es decir que esta-
ba muy claro que el Poder Ejecutivo contaba desde 
aquellos inicios con la atribución de vetar u observar 
total o parcialmente un proyecto de ley aprobado por 
el Congreso.

En el caso del veto total –consagrado en el artículo 83 
de la Constitución Nacional– no caben dudas de que 
no puede haber promulgación posterior de la ley y, 
por consiguiente, el proyecto vuelve en su totalidad a 
consideración del Congreso para que ambas Cámaras 
resuelvan si insisten o no en la sanción de ese proyec-
to de ley, para lo cual, a su vez, necesitan una mayoría 
agravada.

El veto parcial, en cambio, que siempre estuvo pre-
visto en la Constitución, generaba antes de la reforma 
de 1994 discusiones doctrinarias y jurisprudenciales 
en torno a la promulgación parcial, que es distinta a la 
del veto parcial y consiste en que el Poder Ejecutivo 
publique y ponga en vigencia las partes no observadas 
del proyecto de ley.

La promulgación parcial no estaba prevista en la 
Constitución Nacional y, por lo tanto, antes de la re-
forma de 1994 había generado discusiones alrededor 
de la posibilidad de que existiera o no la promulgación 
parcial de las leyes. Algunos doctrinarios descalifica-
ban la promulgación tácita mientras que otros consi-
deraban que la Constitución Nacional no se oponía a 
la promulgación parcial siempre que la supresión de la 
parte vetada no alterase la esencia y finalidad globales 
del proyecto de ley aprobado por el Congreso según 
la apreciación que, en cada caso, realizara el órgano 
judicial.

Lo cierto es que antes de la reforma de 1994 y aun-
que la práctica de la promulgación parcial había su-
cedido muy pocas veces, la Corte Suprema entendió 
que en la medida en que no se alterara la unidad, el 
sentido y la inteligencia del proyecto de ley, la pro-
mulgación parcial era viable y válida. Así, en el caso 
“Colella” (Fallos, 268:352, 1967) sostuvo que: 1) si 
bien sus facultades jurisdiccionales no alcanzaban, 
en principio, el examen del procedimiento adoptado 
en la formación y sanción de las leyes, esa doctrina 
no era aplicable cuando una de las partes hacía valer 
un derecho subjetivo contra las obligaciones impues-

tas por una ley que, a su juicio, no era tal debido a la 
invalidez atribuida al acto de promulgación; 2) si no 
se promulga una ley, o si la promulgación carece de 
validez, no existirá una norma jurídica y nadie podrá 
fundar sus derechos sobre una ley inexistente; 3) en 
el caso concreto, el proyecto de ley aprobado por el 
Congreso constituía un todo inescindible, de modo 
que las normas no promulgadas no pudieron ser se-
paradas del texto legal sin detrimento de su unidad; 
4) en tales condiciones, la promulgación parcial es 
constitucionalmente inválida porque, al proceder el 
Poder Ejecutivo de la manera en que lo hizo, se arro-
gó atribuciones propias del Congreso Nacional.

Unos años antes de “Colella”, la Corte Suprema, en 
la sentencia “Giulitta” (Fallos, 189:156, 1941) había 
señalado que la promulgación parcial de un proyecto 
de ley no permitía sostener la promulgación tácita de 
su parte vetada.

Estos dos casos, anteriores a la reforma de 1994, 
no se pronunciaron expresamente sobre la validez 
constitucional de la promulgación parcial, pero los 
argumentos expuestos para sustentar sus decisiones 
avalan, aunque implícitamente, ese procedimiento 
como una consecuencia necesaria y razonable del veto 
parcial, siempre y cuando no se desvirtúe la manifes-
tación voluntaria del Congreso.

La cuestión quedó zanjada finalmente después de la 
reforma constitucional porque se hizo un agregado a 
lo que era el artículo 70 –hoy artículo 80– en el senti-
do de que el Poder Ejecutivo cuenta con la atribución 
de promulgar parcialmente una ley observada en la 
medida en que las partes de la ley a ser promulga-
das cuenten con autonomía normativa y la aprobación 
parcial no altere el espíritu ni la unidad del proyecto 
sancionado por el Congreso, cuestiones que casual-
mente eran los recaudos que exigía la Corte Suprema 
antes de la reforma para que una promulgación parcial 
resultase válida.

De modo que, a partir de la constitución reformada, 
quedó convalidado no solamente el veto parcial que 
ya estaba previsto en la Constitución, sino también la 
promulgación parcial de las leyes. Así lo destacó la 
Corte Suprema en el caso “Bustos” (Fallos, 319:1479, 
1996) al sostener que la promulgación parcial de la ley 
es válida cuando las partes vetadas pueden escindirse 
del proyecto aprobado por el Congreso sin detrimento 
de su unidad.

En este contexto, la validez de la promulgación 
parcial de las leyes, conforme el actual artículo 80 de 
la Constitución Nacional, está condicionada a que: 1) 
la parte promulgada tenga autonomía normativa; y 2) 
que la promulgación parcial no altere el espíritu ni la 
unidad del proyecto de ley aprobado por el Congreso.

Para conocer, entonces, por qué el Poder Ejecutivo 
observó parcialmente el proyecto de ley bajo análisis 
resulta necesario señalar los motivos expresados en 
los considerandos del decreto 360/22.
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2. Objeto del decreto 360/22
En los considerandos de la medida se afirma que el 

propósito del proyecto de ley es que los sujetos adhe-
ridos al Régimen Simplificado para Pequeños Contri-
buyentes y los trabajadores autónomos inscriptos en 
el régimen general de impuestos y de los recursos de 
la seguridad social que cuenten con menores ingresos, 
vean disminuida su carga fiscal.

Con ese objetivo, su artículo 2º incorpora un quinto 
párrafo al artículo 11 del anexo de la ley 24.977, sus 
normas modificatorias y complementarias, a efectos 
de disponer que los pequeños contribuyentes que se 
encuentren encuadrados en las categorías A o B no 
deberán ingresar el impuesto integrado, a menos que 
queden comprendidos en alguna de las excepciones 
que se consignan de manera taxativa en los incisos a) 
a f) del mismo párrafo.

En particular, en el inciso e) del mencionado párrafo 
que se incorpora se establece que quedarán exceptua-
dos del mencionado beneficio y, por lo tanto, deberán 
abonar el impuesto integrado los pequeños contribu-
yentes que obtengan ingresos provenientes de presta-
ciones o inversiones financieras, compraventa de va-
lores mobiliarios y de participaciones en las utilidades 
de cualquier sociedad en la medida que al adherir al 
Régimen Simplificado para Pequeños Contribuyentes 
(RS) o en cada oportunidad de recategorización, tales 
ingresos correspondientes a los doce (12) meses in-
mediatos anteriores “no” superen el monto máximo de 
ingresos brutos que se establece en el primer párrafo 
del artículo 8º de la ley 24.977, sus normas modifica-
torias y complementarias, para la categoría A, vigente 
al mes de adhesión en las referidas oportunidades.

En tal contexto, el término “no” utilizado en el re-
ferido inciso desvirtúa el objetivo perseguido por el 
proyecto de ley sancionado, en tanto deja fuera del 
beneficio a los pequeños contribuyentes de menor ca-
pacidad contributiva, manteniendo como sujetos be-
neficiados a quienes obtengan ingresos provenientes 
de los referidos conceptos que superen el mencionado 
monto máximo.

Así pues, sobre la base de lo expresado en los con-
siderandos anteriores, el presidente de la Nación dis-
puso observar la palabra “no” en el inciso e) del texto 
que se propicia incorporar por el artículo 2º del pro-
yecto de ley como quinto párrafo del artículo 11 del 
anexo de la ley 24.977, sus normas modificatorias y 
complementarias, en virtud de que resultaría un obs-
táculo para el cumplimiento del propósito indicado.

En consecuencia, el artículo 1º determina lo si-
guiente: “Obsérvase la palabra ‘no’ del inciso e) del 
quinto párrafo del artículo 11 del anexo de la ley 
24.977, sus modificaciones y complementarias, incor-
porado por el artículo 2° del proyecto de ley registrado 
bajo el N° 27.676”.

En realidad, el artículo 1º del decreto 360/22 podría 
haber sido redactado de una manera menos confusa y 
equívoca y de acuerdo con una buena técnica legislati-

va en la materia. En efecto, la observación tendría que 
haber recaído sobre el texto del artículo 2º del proyecto 
de ley registrado bajo el número 27.676, mas no sobre 
la respectiva redacción contenida en la ley 24.977. Pues 
de este modo podría esgrimirse que la ley 24.977 no 
puede ser observada porque venció largamente el plazo 
para hacerlo. No obstante, y conforme un temperamen-
to conciliador y conservador del derecho, cabe ponde-
rar que la observación fue hecha sobre el artículo 2º del 
proyecto de ley y, por lo tanto, el decreto no amerita un 
reproche en cuanto a su validez jurídica.

3. Competencia de la comisión
Aclarado lo anterior y de acuerdo con la naturaleza 

de la norma bajo análisis, cabe señalar que estamos 
en presencia de un decreto de promulgación parcial 
de leyes, dictado por el presidente de la Nación en su 
condición de sujeto constitucionalmente habilitado 
para el ejercicio de tales facultades, tal como lo con-
sagra el artículo 80 de la Constitución Nacional.

La atribución de vetar parcialmente una ley con 
que cuenta el titular del Poder Ejecutivo exige que 
necesariamente se recurra al procedimiento especial 
de control establecido por el artículo 100, inciso 13, 
de la Constitución Nacional y por el artículo 14 de la 
ley 26.122, con el propósito de que la Comisión Bica-
meral Permanente se expida a través de un dictamen 
acerca de la validez o invalidez del decreto, para que 
posteriormente dicho dictamen sea elevado al plenario 
de cada Cámara para su expreso tratamiento.

Este criterio que el constituyente reformador de 
1994 consagró y que luego el legislador perfeccionó, 
permite el ejercicio discrecional por parte del Poder 
Ejecutivo de vetar o promulgar una ley dentro de los 
límites constitucionales y los marcos legales, salvo en 
el caso previsto en el artículo 40 de la Constitución, 
cuyo texto señala que cuando el Congreso decide 
llamar a una consulta popular el Poder Ejecutivo no 
puede vetar esa ley de convocatoria. Es el único caso 
en el cual el Poder Ejecutivo no puede vetar una ley. 
En el resto, tanto el veto como la promulgación son 
atribuciones discrecionales y de índole política del 
presidente de la Nación.

Bajo tal inteligencia, como quedó dicho, el decreto 
de promulgación parcial debe ser sometido al control 
posterior de validez del Poder Legislativo, en su con-
dición de órgano constitucional representativo de la 
voluntad popular y cuya función propia es la sanción 
de leyes.

4. Adecuación del decreto a los requisitos formales y 
sustanciales

a) Requisitos formales
El artículo 80 de la Constitución Nacional establece 

que “se reputa aprobado por el Poder Ejecutivo todo 
proyecto no devuelto en el término de diez días útiles. 
Los proyectos desechados parcialmente no podrán ser 
aprobados en la parte restante. Sin embargo, las partes 
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no observadas solamente podrán ser promulgadas si 
tienen autonomía normativa y su aprobación parcial 
no altera el espíritu ni la unidad del proyecto sancio-
nado por el Congreso. En este caso será de aplicación 
el procedimiento previsto para los decretos de necesi-
dad y urgencia”.

El artículo 100, inciso 13, por su parte, dispone que 
al jefe de Gabinete de Ministros le corresponde “refren-
dar conjuntamente con los demás ministros los decretos 
de necesidad y urgencia y los decretos que promulgan 
parcialmente leyes. Someterá personalmente y dentro 
de los diez días de su sanción estos decretos a conside-
ración de la Comisión Bicameral Permanente”.

De los enunciados se extraen tres recaudos formales 
que deben ser comprobados por la comisión: a) que se 
aplique el mismo procedimiento previsto para los decre-
tos de necesidad y urgencia; b) que el decreto de promul-
gación de leyes esté refrendado por el jefe de Gabinete 
de Ministros conjuntamente con los demás ministros, y 
c) que el jefe de Gabinete, dentro de los diez (10) días de 
la sanción del decreto, lo someta personalmente a consi-
deración de la Comisión Bicameral Permanente.

Cuando la última parte del artículo 80 manifiesta 
que será de aplicación para los decretos de promulga-
ción parcial de leyes el mismo procedimiento previsto 
para los decretos de necesidad y urgencia, se refiere a 
que, además de que el refrendo del decreto disponien-
do el veto y la promulgación parcial del proyecto de 
ley debe ser efectuado por el jefe de Gabinete de Mi-
nistros, el mismo funcionario debe someterlo perso-
nalmente y dentro de los diez (10) días de su sanción 
a la Comisión Bicameral, creada por el artículo 99, 
inciso 3, de la Constitución Nacional.

El primer análisis, entonces, de un decreto de pro-
mulgación parcial de leyes a la hora de dictaminar 
acerca de su validez, debe ser el referido a los mencio-
nados recaudos formales. Solo luego de superado ese 
primer control, corresponde considerar la existencia, o 
no, de los recaudos sustanciales.

Por lo tanto y en lo particular cabe tener por cum-
plidos los tres requisitos formales requeridos para la 
validez del decreto 360/22, toda vez que: a) ha sido 
decidido y refrendado en acuerdo general de ministros 
juntamente con el jefe de Gabinete de Ministros, al 
igual que el procedimiento previsto para los decretos 
de necesidad y urgencia, tal como surge del mensaje 
24/22; b) fue remitido a la comisión el 4 de julio de 
2022 por este último funcionario dentro del plazo es-
tipulado por el artículo 100, inciso 13, de la Constitu-
ción Nacional, y c) el decreto de promulgación parcial 
se encuentra sujeto al control de validez por parte de 
la Comisión Bicameral Permanente, la cual debe ele-
var el dictamen al plenario de cada Cámara para su 
expreso tratamiento.

b) Requisitos sustanciales
El artículo 80 de la Constitución Nacional dispo-

ne que se reputa aprobado por el Poder Ejecutivo 

todo proyecto no devuelto en el término de diez (10) 
días útiles. Los proyectos desechados parcialmen-
te no podrán ser aprobados en la parte restante. Sin 
embargo, las partes no observadas solamente podrán 
ser promulgadas si tienen autonomía normativa y su 
aprobación parcial no altera el espíritu ni la unidad 
del proyecto sancionado por el Congreso. En este caso 
será de aplicación el procedimiento previsto para los 
decretos de necesidad y urgencia.

En función de ello y con arreglo a lo dispuesto en 
el artículo 14 de la ley 26.122, el presente dictamen 
debe pronunciarse sobre la adecuación del decreto a 
los siguientes recaudos sustanciales: a) que las partes 
no observadas tengan autonomía normativa; b) que la 
medida dispuesta por el decreto, o sea, la aprobación 
parcial no altere el espíritu ni la unidad del proyecto 
sancionado por el Congreso.

I. Normativa
La autonomía normativa significa que los artículos 

promulgados tengan entidad propia, de modo tal que 
su aplicación no dependa de ninguna disposición de la 
parte vetada. El recaudo de autonomía exige que las 
normas promulgadas constituyan un todo inescindible 
y puedan autovalerse, de modo que las disposiciones 
no promulgadas no hubieran podido separarse del 
texto total sin detrimento de la unidad de este (CSJ, 
“Bustos”, Fallos, 256:556).

Para cierto sector de la doctrina la autonomía nor-
mativa refiere a que las normas que se promulgan no 
están vinculadas ni sometidas a la vigencia de las nor-
mas vetadas. Sin embargo, cabe aclarar que esta defi-
nición puede resultar muchas veces tan ambigua como 
el propio concepto analizado (Humberto Quiroga La-
vié, Constitución de la Nación argentina comentada, 
ed. Zavalía, p. 515). De hecho, la noción de autono-
mía normativa puede ser muy discrecional y por tanto 
resulta muy difícil de tratar de dar algún parámetro 
objetivo, para saber, a priori, si un veto es o no consti-
tucional (Miguel Á. Ekmekdjian, Tratado de derecho 
constitucional, ed. Depalma, p. 758).

Es que, como en todo concepto jurídico indetermi-
nado, la significación es relativa y se realiza al mo-
mento de analizar cada caso en particular y, en lo que 
respecta a los decretos de promulgación parcial, de 
acuerdo con las partes normativas vetadas y aquellas 
que fueron promulgadas.

En el caso del decreto 360/22, las observaciones no 
alteran de modo alguno la unidad normativa del resto 
del texto parcialmente promulgado.

En consecuencia, la observación junto con la pro-
mulgación parcial que llevó adelante el presidente de 
la Nación no alteró de manera alguna la unidad del 
proyecto sancionado por el Congreso; antes bien, al 
respetar en su totalidad el texto legal sin establecer 
un detrimento en su bloque normativo, no invadió 
atribuciones propias del Congreso Nacional y no asu-
mió, por consiguiente, la calidad de legislador. Así, 
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las cláusulas promulgadas mantienen la teleología del 
proyecto y pueden regirse perfectamente por sí mis-
mas sin valerse de la parte vetada.

Merced a lo expuesto, cabe tener por cumplido, en-
tonces, el recaudo bajo análisis.

II. La aprobación parcial no altera el espíritu ni la 
unidad del proyecto
Con el presente requisito exigido por el texto cons-

titucional sucede algo similar que con el anterior. Es 
muy difícil brindar una pauta objetiva y a priori para 
establecer a ciencia cierta que un proyecto aprobado 
parcialmente altera o no el espíritu o la unidad de todo 
el proyecto.

La determinación de la concurrencia del recaudo 
requerido dependerá del análisis de cada caso parti-
cular antes bien que de otras definiciones previas. A 
veces resulta muy sencillo determinar la alteración del 
espíritu y la unidad del proyecto, pero en determina-
dos casos, aunque ocasionales, especialmente con el 
veto parcial, no es tan fácil. En la causa “Colella”, por 
ejemplo, la cuestión era clara, porque el Poder Eje-
cutivo vetó cincuenta y ocho (58) artículos de la ley 
16.881, promulgando solo cuatro (4). Pero en situacio-
nes en las cuales el presidente utiliza el veto parcial, la 
cuestión depende de la discrecionalidad del intérprete. 
En ciertas oportunidades, vetando un solo artículo de 
una ley se puede cambiar toda su teleología, todos sus 
objetivos. Lo fundamental radica, entonces, en el con-
trol específico del veto parcial y su confrontación con 
la parte promulgada.

No obstante ello, se ha brindado un aproximamien-
to en la definición. Se afirmaba, por ejemplo, que el 
texto alude a la unidad política, esto es, el acuerdo ge-
neral a que llegaron los legisladores aprobando unas 
disposiciones, porque al mismo tiempo se sanciona-
ban otras, aunque estas y aquellas pudieran dividirse 
jurídicamente (María A. Gelli, Constitución de la Na-
ción argentina, ed. La Ley, p. 558).

Del mismo modo, se ha dicho que de conformidad 
con el antiguo artículo 72 de la Constitución Nacio-
nal, el Poder Ejecutivo se encontraba facultado para 
promulgar una ley en forma parcial, supeditando la 
validez de tal promulgación a que permaneciese in-
alterado el objeto central de la norma, de forma que 
las partes observadas pudiesen escindirse del texto del 
proyecto sancionado por el Congreso, sin detrimento 
de aquel (CSJ, “Servicio Nacional de Parques Nacio-
nales c/ Franzini, Carlos y sus herederos o quien resul-
te propietario de Finca ‘Las Pavas’ s/ expropiación”, 
sentencia del 5 de abril de 1995, considerando 7°, con 
cita de Fallos, 268:352).

En tal estado, no hay motivos para considerar que 
las frases vetadas alteran el espíritu y la unidad del 
proyecto promulgado. Las partes observadas pueden 
escindirse correctamente del resto del texto sanciona-
do por el Congreso y promulgado parcialmente por 

el presidente de la Nación. La aprobación parcial no 
trastorna el espíritu ni la unidad del proyecto.

5. Conclusión
Por los fundamentos expuestos, encontrándose 

cumplidos los requisitos formales y sustanciales es-
tablecidos en la Constitución Nacional y en la ley 
26.122, la comisión propone que se resuelva declarar 
expresamente la validez del decreto del Poder Ejecu-
tivo nacional 360/22 del 4 de julio de 2022.

Decreto 360/22

Juan C. Pagotto.
II

Dictamen de minoría

Honorable Congreso:

La Comisión Bicameral Permanente de Trámite Le-
gislativo –Ley 26.122–, prevista en los artículos 99, in-
ciso 3, y 100, incisos 12 y 13, de la Constitución Nacio-
nal, ha considerado el expediente C.D.-20-J.G.M.-2022 
referido al decreto 360/22 de fecha 4 de julio de 2022, 
de promulgación parcial del proyecto de ley registrado 
bajo el número 27.676, publicado en el Boletín Oficial 
el 4 de julio de 2022, sobre Alivio Fiscal.

En virtud de los fundamentos que se exponen en el 
informe adjunto y por los que oportunamente amplia-
rá el miembro informante, se aconseja la aprobación 
del siguiente

Proyecto de resolución

El Senado y la Cámara de Diputados de la Nación
RESUELVEN:

Artículo 1º – Declarar la validez del decreto 360/22 
de fecha 4 de julio de 2022, de promulgación parcial 
del proyecto de ley registrado bajo el número 27.676. 

Art. 2º – Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.
De acuerdo con las disposiciones pertinentes, este 

dictamen pasa directamente al orden del día.
Sala de la comisión, 8 de agosto de 2024.

Anabel Fernández Sagasti. – Mariano 
Recalde. – María T. M. González. – 
Ana C. Gaillard. – Ramiro Gutiérrez. – 
Vanesa R. Siley.

INFORME

I. Antecedentes
La Constitución Nacional, antes de la reforma en 

1994, establecía en forma clara y terminante la doc-
trina de la separación de las funciones del gobierno, 
precisando uno de los contenidos básicos asignados a 
la forma republicana prevista en su artículo 1º.

La clásica doctrina de la división de los poderes, 
concebida por el movimiento constitucionalista como 
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una de las técnicas más eficaces para la defensa de las 
libertades frente a los abusos gestados por la concen-
tración del poder, y que fuera complementada con la 
teoría de los controles formulada por Karl Loewens-
tein, revestía jerarquía constitucional y era uno de los 
pilares elementales sobre los cuales se estructuraba la 
organización gubernamental de la Nación.

La Reforma Constitucional de 1994 dejó atrás la 
discusión doctrinaria y jurisprudencial que en el mar-
co del paradigma instaurado por los constituyentes de 
1853/60 se planteaba.1

A partir de la reforma, la facultad que la Constitu-
ción Nacional le atribuye excepcionalmente al Poder 
Ejecutivo, más allá de las posturas doctrinarias, ha ad-
quirido “carta de ciudadanía constitucional, por lo que 
ya no tiene sentido discutir si la procedencia de esta 
clase de reglamentos se apoya en el ensanche, o bien, 
en la superación de las fuentes constitucionales. En 
tal sentido, su validez constitucional encuentra apoyo 
expreso en el artículo 80 y 99, inciso 3, de la Consti-
tución reformada”.2

En procura de una regulación del poder atribuido al 
presidente de la Nación se establecieron mecanismos 
tendientes a resolver el uso y la instrumentación de 
tres decretos cuyas características han sido tipificados 
en nuestra Constitución Nacional: a) los decretos de 
necesidad y urgencia, b) los dictados en virtud de de-
legación legislativa y c) los de promulgación parcial 
de las leyes.

Estos decretos han sido consagrados expresamente 
en los artículos 99, inciso 3, 76, 80 y 100, incisos 12 y 
13, de la Constitución Nacional.

El artículo 99 en su parte pertinente establece:

“Capítulo Tercero

”Atribuciones del Poder Ejecutivo

”Artículo 99: El presidente de la Nación tiene las 
siguientes atribuciones: […]

”3. Participa de la formación de las leyes con arre-
glo a la Constitución, las promulga y hace publicar. El 
Poder Ejecutivo no podrá en ningún caso, bajo pena de 
nulidad absoluta e insanable, emitir disposiciones de 
carácter legislativo. Solamente cuando circunstancias 
excepcionales hicieran imposible seguir los trámites 
ordinarios previstos por esta Constitución para la san-
ción de las leyes, y no se trate de normas que regulen 
materia penal, tributaria, electoral o el régimen de los 
partidos políticos, podrá dictar decretos por razones de 

1.  Joaquín V. González se pronunciaba a favor de la cons-
titucionalidad de los decretos de necesidad y urgencia siempre 
que ellos sean sometidos a consideración del Honorable Con-
greso de la Nación. Manual de la Constitución argentina, 1890. 

En una postura distinta se ubica Linares Quintana, siguiendo 
el criterio ortodoxo de que lo que no está previsto en la ley no 
se puede hacer. 

2.  Cassagne, Juan Carlos, “La configuración de la potestad 
reglamentaria”, La Ley, 2004-A:1144. 

necesidad y urgencia, los que serán decididos en acuer-
do general de ministros que deberán refrendarlos, con-
juntamente con el jefe de gabinete de ministros. 

”El jefe de gabinete de ministros personalmente 
y dentro de los diez días someterá la medida a consi-
deración de la Comisión Bicameral Permanente, cuya 
composición deberá respetar la proporción de las repre-
sentaciones políticas de cada Cámara. Esta comisión 
elevará su despacho en un plazo de diez días al plenario 
de cada Cámara para su expreso tratamiento, el que de 
inmediato considerarán las Cámaras. Una ley especial 
sancionada con la mayoría absoluta de la totalidad de 
los miembros de cada Cámara regulará el trámite y los 
alcances de la intervención del Congreso”.

“Capítulo Cuarto

”Atribuciones del Congreso

”Artículo 76: Se prohíbe la delegación legislativa 
en el Poder Ejecutivo, salvo en materias determinadas 
de administración o de emergencia pública, con plazo 
fijado para su ejercicio y dentro de las bases de la de-
legación que el Congreso establezca. 

”La caducidad resultante del transcurso del plazo 
previsto en el párrafo anterior no importará revisión de 
las relaciones jurídicas nacidas al amparo de las normas 
dictadas en consecuencia de la delegación legislativa”.

“Capítulo Quinto

”De la formación y sanción de las leyes

”Artículo 80: Se reputa aprobado por el Poder Eje-
cutivo todo proyecto no devuelto en el término de diez 
días útiles. Los proyectos desechados parcialmen-
te no podrán ser aprobados en la parte restante. Sin 
embargo, las partes no observadas solamente podrán 
ser promulgadas si tienen autonomía normativa y su 
aprobación parcial no altera el espíritu ni la unidad 
del proyecto sancionado por el Congreso. En este caso 
será de aplicación el procedimiento previsto para los 
decretos de necesidad y urgencia”.

“Capítulo Cuarto

”Del jefe de gabinete 
y demás ministros del Poder Ejecutivo

”Artículo 100: […]
”12. Refrendar los decretos que ejercen facultades 

delegadas por el Congreso, los que estarán sujetos al 
control de la Comisión Bicameral Permanente. 

”13. Refrendar conjuntamente con los demás mi-
nistros los decretos de necesidad y urgencia y los de-
cretos que promulgan parcialmente leyes. Someterá 
personalmente y dentro de los diez días de su sanción 
estos decretos a consideración de la Comisión Bica-
meral Permanente”.

La introducción de los institutos denominados “de-
cretos de necesidad y urgencia”, “facultades delega-
das” y “promulgación parcial de leyes” en el nuevo 
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texto constitucional de 1994 implica poner reglas a 
una situación de excepción y, por lo tanto, al estric-
to control que la Constitución Nacional le atribuye al 
Congreso Nacional.

Sin embargo, ella no ha previsto el trámite ni los 
alcances de la intervención del Congreso, sino que lo 
ha dejado subordinado a una ley especial.

La ley 26.122, sancionada el 20 de julio de 2006, 
regula el trámite y los alcances de la intervención del 
Congreso respecto de los decretos que dicta el Poder 
Ejecutivo nacional: a) De necesidad y urgencia, b) Por 
delegación legislativa y c) De promulgación parcial 
de leyes.

El título II de la ley 26.122 establece el régimen 
jurídico y la competencia de la Comisión Bicameral 
Permanente y, en su artículo 5º, precisa que ella estará 
integrada por ocho (8) diputados y ocho (8) senado-
res, designados por el presidente de sus respectivas 
Cámaras.

En este sentido, a propuesta de los respectivos blo-
ques de las Cámaras, los presidentes de la Honorable 
Cámara de Senadores y de la Honorable Cámara de 
Diputados de la Nación han emitido los instrumentos 
legales correspondientes, designando a los señores 
senadores y diputados miembros, integrando formal-
mente la comisión.

En el ámbito jurisprudencial argentino, la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación tuvo ocasión de ex-
pedirse antes de la Reforma Constitucional operada 
en 1994, elaborando una correcta doctrina acerca de 
la viabilidad del veto parcial y los requisitos que de-
ben cumplirse para declarar la constitucionalidad de la 
promulgación parcial.

La primera sentencia data de 1941, en el caso  
“Giulitta Orencio, A. y otros c/ gobierno nacional”,1 
y en ella el argumento de la parte actora sobre el cual 
se pronunció la Corte fue el siguiente: cuando se veta 
parcialmente una ley y se promulga la parte no vetada, 
queda en vigencia toda la ley, porque se ha omitido 
devolver al Congreso el texto íntegro de la ley par-
cialmente observada. Al decidir la impugnación, el 
alto tribunal no acogió este criterio, y estimó que lo 
cuestionado era exclusivamente la facultad de vetar 
parcialmente, y no el “efecto” producido por el veto 
parcial.

Y limitando su sentencia a ese aspecto, sostuvo que 
el veto parcial era legítimo y constitucional a tenor del 
entonces artículo 72, y que, ejercido por el Poder Eje-
cutivo, suspende la aplicación de la ley por lo menos 
en relación a la parte vetada, o sea, impide el efecto de 
la promulgación tácita.

Expresamente, añadió la Corte que no tenía, en esa 
oportunidad y en esa causa, por qué pronunciarse so-
bre la posibilidad constitucional de promulgar frag-
mentariamente la parte no vetada de la ley.

1.  Fallos, 189:156, “Giulitta c/ Nación Argentina”, 28/3/41. 

En cambio, al expedirse la Corte Suprema en el caso 
“Colella, Ciríaco c/Fevre y Basset y/u otro S.A.”,2 del 
año 1967, sobre inconstitucionalidad de promulgación 
parcial,3 se impugnó dicha promulgación por ser con-
traria al artículo 72 de la Constitución Nacional, ac-
tual artículo 83 de la Constitución luego de la reforma 
operada en 1994.

En dicha oportunidad, la CSJN resolvió la invali-
dez constitucional de una promulgación parcial soste-
niendo “que el proyecto sancionado por el Congreso 
Nacional constituía un todo inescindible, de modo 
que las normas no promulgadas no pueden separarse 
del texto total sin detrimento de la unidad de este. El 
Poder Ejecutivo, al actuar de esta forma, asumió la 
calidad de legislador”.

Los principios sentados por la jurisprudencia elabo-
rada por la Corte Suprema de Justicia de la Nacional 
fueron incorporados al texto constitucional, determi-
nando la incorporación del instituto de promulgación 
parcial.

Con el actual artículo 80 de la Constitución Na-
cional tal y como ha quedado redactado a partir de 
la Reforma Constitucional de 1994, se ha consagrado 
el principio general de que las partes de la ley que 
no son objeto de observación por el Poder Ejecutivo 
solo pueden promulgarse si tienen autonomía norma-
tiva y si su aprobación parcial no altera el espíritu ni 
la unidad del proyecto sancionado por el Honorable 
Congreso de la Nación.

Esta era la pauta que sentó la Corte Suprema en el 
caso “Colella, Ciríaco c/Fevre y Basset y/u otro S.A.”, 
dictado en 1967.

Vigente ya la Reforma Constitucional, dio por apli-
cable el mismo criterio en la hipótesis del artículo 
80 de la Constitución Nacional al fallar en la causa 
“Bustos, Julio O. C/Servicios Especiales San Antonio 
S.A.”, del 20 de agosto de 1996.

Asimismo, luego de operada la Reforma Constitu-
cional del año 1994, en “Servicio Nacional de Par-
ques Nacionales c/ Franzini, Carlos y sus herederos 
o quien resulte propietario de Finca “Las Pavas” s/ 
expropiación”,4 la CSJN examinó y declaró la incons-
titucionalidad de una norma que imponía al deudor 
el pago con bonos. Así, y según lo expresado por la 
misma Corte, se convalidó la promulgación parcial.5

2.  En aquella ocasión, el Poder Ejecutivo promulgó parcial-
mente la ley 16.881. 

3.  Fallos, 268:352, “Colella, Ciríaco c/ Fevre y Basset y/u 
otro S.A.”, 9/8/1967. 

4.  Fallos, 318:445, “Servicio Nacional de Parques Naciona-
les c/ Franzini, Carlos y sus herederos o quien resulte propietario 
de Finca ‘Las Pavas’ s/ expropiación”, 5/4/95. 

5.  Se discutía la constitucionalidad de una norma que auto-
rizaba al Estado a pagar con bonos la indemnización por expro-
piaciones. El proyecto de esa Ley de Consolidación de Deudas 
del Estado –ley 23.982– había sido sancionado por el Congreso, 
excluyendo expresamente a las expropiaciones del pago con 
bonos estatales. El Poder Ejecutivo vetó, entre otras, esa dispo-
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Con posterioridad, en el caso “Guillén, Alejandro c/ 
Estrella de Mar y otros s/ laboral”,1 la CSJN, de con-
formidad a lo dictaminado por el procurador general 
de la Nación, convalidó la promulgación parcial de 
la ley 24.522, doctrina que mantuvo en precedentes 
posteriores.2

En síntesis, la doctrina judicial de la Corte recono-
ció siempre la validez constitucional del veto y la pro-
mulgación parciales, a condición de que las normas 
promulgadas pudieran separarse del texto total sin 
afectar la unidad de este.

Conforme el actual texto constitucional, de la lec-
tura del artículo 80 surge la necesidad de interpretar 
en forma armónica e integral el texto constitucional y 
determinar si la parte no vetada que se promulga par-
cialmente tiene o no autonomía normativa, y si altera 
o no el espíritu y la unidad de la ley.

“No hay duda de que en el momento en que el Po-
der Ejecutivo veta una parte de la ley y promulga el 
resto, es él quien adopta la decisión según su crite-
rio, y esto nos lleva a reconocer objetivamente que 
el criterio para hacerlo pertenece al órgano al cual la 
Constitución Nacional le discierne la competencia de 
vetar y de promulgar”.3

II. Objeto
Se somete a dictamen de esta comisión el decreto 

360/22 de fecha 4 de julio de 2022, de promulgación 
parcial del proyecto de ley registrado bajo 27.676, pu-
blicado en el Boletín Oficial de fecha 4 de julio de 
2022, sobre Alivio Fiscal.

El Poder Ejecutivo nacional ha dejado constancia 
en el citado decreto que se dicta en uso de las atribu-
ciones conferidas al Poder Ejecutivo nacional por el 
artículo 80 de la Constitución Nacional.

La ley 26.122, en el capítulo III de título III, se 
refiere a los dictámenes de la Comisión Bicameral 
Permanente respecto de los decretos de promulgación 
parcial de leyes, estableciendo en su artículo 14 que 
esta comisión debe expedirse expresamente acerca 
de la validez o invalidez del decreto de promulgación 
parcial respecto de la adecuación del decreto a los re-
quisitos formales y sustanciales establecidos constitu-
cionalmente para su dictado.
III. Análisis de los requisitos formales

El artículo 80 de la Constitución Nacional estable-
ce que, para el caso de los decretos de promulgación 
parcial de leyes, será de aplicación el procedimiento 
previsto para los decretos de necesidad y urgencia.

sición y promulgó el resto de la norma, con lo cual las expro-
piaciones no quedaban exceptuadas del régimen general de ley. 

1.  Fallos, 319:2844, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar 
y otros s/ laboral”, 3/12/96. 

2.  Fallos, 323:2256, “Famyl S.A. c. Estado nacional s/ ac-
ción de amparo”, 29/8/2000.

3.  Postura doctrinaria sostenida por el constitucionalista 
Germán J. Bidart Campos.  

La lectura del artículo 99, inciso 3, de la Consti-
tución Nacional permite distinguir como requisitos 
formales: a) la firma del presidente de la Nación, 
b) la firma de los señores ministros y del señor jefe 
de Gabinete de Ministros –dictado en acuerdo gene-
ral de ministros y refrendado conjuntamente con el 
señor jefe de Gabinete de Ministros y c) la remisión 
del señor jefe de Gabinete de Ministros a la Comisión 
Bicameral Permanente.

En relación a esto, el decreto 360/22 en considera-
ción ha sido decidido en acuerdo general de ministros 
y refrendado por el señor presidente de la Nación, Al-
berto Fernández, el señor jefe de Gabinete de Minis-
tros, Juan Manzur, y los señores ministros y las seño-
ras ministras, y fue remitido a la Comisión Bicameral 
de Trámite Legislativo dentro del plazo previsto, de 
conformidad con el artículo 99, inciso 3, de la Cons-
titución Nacional.

IV. Análisis de los requisitos sustanciales
La ley 26.122, en el capítulo III del título III, se 

refiere a los dictámenes de la Comisión Bicameral 
Permanente respecto de los decretos de promulgación 
parcial de leyes, estableciendo en su artículo 14 que 
esta comisión debe expedirse expresamente acerca 
de la validez o invalidez del decreto de promulgación 
parcial respecto de la adecuación del decreto a los re-
quisitos formales y sustanciales establecidos constitu-
cionalmente para su dictado.

Respecto de los requisitos sustanciales, el mencio-
nado artículo 14 de la ley 26.122, en su parte perti-
nente, establece que “el dictamen debe pronunciarse 
expresamente sobre la procedencia formal y sustan-
cial del decreto. En este último caso debe indicar si las 
partes promulgadas parcialmente tienen autonomía 
normativa y si la aprobación parcial no altera el espíri-
tu o la unidad del proyecto sancionado originalmente 
por el Congreso”.

Corresponde a continuación analizar el cumpli-
miento de los requisitos sustanciales en el dictado del 
decreto de promulgación parcial 360/22.

En primer lugar, el proyecto de ley registrado bajo 
el número 27.676 tiene el propósito que los sujetos ad-
heridos al Régimen Simplificado para Pequeños Con-
tribuyentes y los trabajadores autónomos inscritos en 
el régimen general de impuestos y de los recursos de 
la seguridad social que cuenten con menores ingresos 
vean disminuida su carga fiscal. Con ese objetivo, su 
artículo 2° incorpora un quinto párrafo al artículo 11 
del anexo de la ley 24.977, sus normas modificatorias 
y complementarias, a efectos de disponer que los pe-
queños contribuyentes que se encuentren encuadrados 
en las categorías A o B no deberán ingresar el impues-
to integrado, a menos que queden comprendidos en 
alguna de las excepciones que se consignan de manera 
taxativa en los incisos a) a f) del mismo párrafo.

En particular, en el inciso e) del mencionado párra-
fo que se incorpora establece que quedarán exceptua-
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dos del mencionado beneficio y, por lo tanto, deberán 
abonar el impuesto integrado los pequeños contribu-
yentes que obtengan ingresos provenientes de presta-
ciones o inversiones financieras, compraventa de va-
lores mobiliarios y de participaciones en las utilidades 
de cualquier sociedad en la medida que al adherir al 
Régimen Simplificado para Pequeños Contribuyentes 
(RS) o en cada oportunidad de recategorización, tales 
ingresos correspondientes a los doce (12) meses in-
mediatos anteriores “no” superen el monto máximo de 
ingresos brutos que se establece en el primer párrafo 
del artículo 8º de la ley 24.977, sus normas modifica-
torias y complementarias, para la categoría A, vigente 
al mes de adhesión en las referidas oportunidades.

De esta manera el término “no” utilizado en el re-
ferido inciso desvirtúa el objetivo perseguido por el 
proyecto de ley sancionado, en tanto deja fuera del 
beneficio a los pequeños contribuyentes de menor ca-
pacidad contributiva, manteniendo como sujetos be-
neficiados a quienes obtengan ingresos provenientes 
de los referidos conceptos que superen el mencionado 
monto máximo.

Atento lo expuesto, surge de forma clara e inequí-
voca que las observaciones expresadas por el Poder 
Ejecutivo nacional mediante el decreto 360/22, del 4 
de julio de 2022, no altera la autonomía normativa, la 
inteligencia, el sentido ni la unidad del proyecto de ley 

registrado bajo 27.676, sancionado por el Congreso de 
la Nación el 30 de junio de 2022.

En consecuencia, verificándose el cumplimiento de 
los recaudos formales y sustanciales exigidos consti-
tucionalmente para el dictado de los decretos en virtud 
de las facultades conferidas a través de los artículos 
80, y 99, inciso 3, de la Constitución Nacional, y sin 
perjuicio de lo establecido en el artículo 15 de la ley 
26.122, se eleva el presente despacho.

V. Conclusión
Por los fundamentos expuestos, encontrándose 

cumplidos los requisitos formales y sustanciales esta-
blecidos en los artículos 99, inciso 3, y 80 de la Cons-
titución Nacional, y de conformidad con los términos 
del artículo 14 de la ley 26.122, la comisión propone 
que se resuelva declarar expresamente la validez del 
decreto 360/22, del 4 de julio de 2022.

Decreto 360/22

Ana C. Gaillard.

ANTECEDENTE

El expediente 20-J.G.M.-2022 podrá consultarse en 
la página web de la Honorable Cámara de Diputados 
de la Nación, en el Trámite Parlamentario Nº 91/22.

https://www2.hcdn.gob.ar/secparl/dsecretaria/s_t_parlamentario/2022/tp_091.html

